PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTICULO 1º: Modifícase el inciso 1º) del artículo 558º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 558°: Subasta de muebles o semovientes. Si el embargo hubiese recaído en bienes muebles o semovientes se observarán las siguientes reglas:

 

1°) Se ordenará su venta en remate, con la base de las dos terceras partes del valor de realización en el mercado y al contado, por un martillero público que se designará de oficio, salvo que existiese acuerdo de las partes para proponerlo y quien proporcionará la tasación que tramitará en los términos del artículo 567º;

...

 

 ARTICULO 2º: Modifícase el artículo 559º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 559°: Edictos. El remate se anunciará por edictos que se publicarán por dos (2) días en el Boletín Judicial, y en otro diario, en la forma indicada en los artículos 145°, 146° y 147°. 

En los edictos se individualizarán las cosas a subastar, se indicará, en su caso, la cantidad, el estado y el lugar donde podrán ser revisadas por los interesados; la obligación de depositar la seña y comisión de costumbre en el acto del remate; el lugar, día, mes, año y hora de la subasta; el juzgado y secretaría donde tramita el proceso; el número del expediente y el nombre de las partes si éstas no se opusieren y la fecha hasta la que pueden presentarse las ofertas en sobre cerrado.

 

ARTICULO 3º: Modifícase el artículo 562º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 562°: Posturas bajo sobre. En las subastas se aplicará esta modalidad. Los sobres cerrados se presentarán en la sede del Juzgado hasta dos (2) días hábiles anteriores a la fecha de la subasta; indicando nombre, número de documento, domicilio real y constituido, acreditando personería, en su caso, y expresando el monto ofrecido. El oferente debe acompañar como garantía de mantenimiento de oferta, boleta de depósito judicial por el diez por ciento del importe referido; el que le será reintegrado sin costo alguno en el supuesto de no resultar adjudicatario y, caso contrario, se descontará del total a abonar.

Los sobres conteniendo las ofertas serán abiertos de oficio por el Juez el día hábil anterior a la subasta, labrándose acta respecto de las mismas y notificándole al Martillero interviniente sobre el importe más elevado, que constituirá la postura de inicio para el señalado acto público.

ARTICULO 4º: Modifícase el artículo 563º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 563°: Entrega de los bienes. Realizado el remate, y previo pago total del precio, el martillero entregará al comprador los bienes adquiridos, siempre que no se hubiere dispuesto lo contrario en la resolución que lo hubiere ordenado.

El martillero deberá depositar el importe en el Banco de la Provincia de Buenos Aires a la orden del juez y cuenta de autos, dentro de los tres días siguientes al de la subasta.

En caso de no mejorarse la oferta en sobre cerrado e informado el Juez en la oportunidad prevista por el artículo 579º, podrá adjudicar el bien al referido postor, ordenando su entrega y fijando en el mismo acto la comisión que corresponda al Martillero por la labor desarrollada.

ARTICULO 5º: Modifícase el artículo 565º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 565°: Subasta de inmuebles. Martillero. Para la subasta de inmuebles será de aplicación la modalidad prevista en el artículo 562º. El Martillero se designará en la forma prevista en el artículo 558º inciso 1°, y no podrá ser recusado. Sin embargo, cuando circunstancias graves lo aconsejaren, el juez, dentro del quinto día de hecho el nombramiento, podrá dejarlo sin efecto.

Durante el transcurso de la subasta, dará instrucciones al personal de seguridad para preservar la regularidad del acto; mandando identificar a los presentes, ordenando el retiro de quienes causen disturbios y evitando el egreso e ingreso de personas al recinto hasta tanto culmine su actuación.

Si no se concretara la oferta adjudicataria, reiniciará la puja a partir de la última postura registrada.

ARTICULO 6º: Modifícase el artículo 566º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 566°: Base para la subasta. Cuando se subastaren bienes inmuebles, el Martillero designado los tasará a su valor de realización en el mercado y se fijará como base a las dos terceras partes del mismo, que no podrá ser inferior a idéntica proporción de la valuación fiscal; salvo que ello se encuentre debidamente justificado.

 

ARTICULO 7º: Incorpórase como inciso 4º) al artículo 568º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 568°: Recaudos. Antes de ordenar la subasta el juez requerirá informes:

...

4º) Sobre el estado de ocupación del bien.

ARTICULO 8º: Modifícase el artículo 575º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 575°: Contenido de los edictos. En los edictos se individualizará el inmueble, indicándose la base, condiciones de venta, estado de ocupación, lugar, día, mes, año y hora de la subasta, horario de visita, juzgado y secretaría donde tramita el proceso, número del expediente, nombre de las partes y fecha hasta la que pueden presentarse las ofertas en sobre cerrado. Asimismo, se hará constar la comisión y la seña, que serán las de costumbre.

Si se tratare de un bien sujeto al régimen de propiedad horizontal, en las publicaciones y en el acto del remate, deberá indicarse el monto de las expensas comunes correspondientes al último mes, y la deuda por este concepto, si fuere posible.

La propaganda adicional será a cargo del ejecutante, salvo que el ejecutado hubiese prestado conformidad, o que su costo no excediere del 2% de la base.

 

ARTICULO 9º: Modifícase el artículo 580º del Código Procesal Civil y Comercial – ley 7425 -, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 580°: Domicilio del comprador. El comprador, al suscribir el acta, deberá constituir domicilio en el lugar del asiento del juzgado. Si no lo hiciere, se aplicará la norma del artículo 41°, en lo pertinente.

ARTICULO 10º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

F U N D A M E N T O S



La presente iniciativa deviene como consecuencia de la necesidad de dar tratamiento a un problema de larga data, y que se ha agudizado en los tiempos actuales, constituido por la existencia de grupos organizados de personas que, con un fin meramente especulativo, concurren a las subastas judiciales y entorpecen el acto procesal aún antes de que el Auxiliar de Justicia encargado de llevar adelante el mismo comience su labor, interceptando y amedrentando a posibles compradores en los alrededores del lugar fijado para la subasta, intimidando a los posibles interesados en efectuar posturas para que desistan de tales intenciones, creando desórdenes entre el público, molestando a la labor del martillero, efectuando ofertas para luego desaparecer del lugar sin identificarse, etc.



Todos estos mecanismos tienen por finalidad adquirir a un precio reducido para, de inmediato, transmitir informalmente su derecho por una diferencia en dinero que pasa a constituirse en su ganancia; o bien, cuando esto no les fuere posible, intentar que el procedimiento de-semboque luego en incidentes de nulidad, con basamento en las irregularidades del acto provocadas por estos terceros, a fin de volver a intentar las mismas maniobras en un segundo remate, esta vez con base reducida, conforme previsiones en tal sentido del Artículo 577º de Código Procesal Civil y Comercial de nuestra Provincia. 



A tal punto han llegado estas maniobras, y tal entidad han tomado en los remates judiciales de nuestro tiempo, que el Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación dictó el 10 de marzo del corriente año la Resolución Nº 60/05, que adjuntamos al presente, por medio de la cual se aprueba el Reglamento para la Oficina de Subastas Judiciales, estableciendo una serie de modalidades orientadas a lograr transparencia y evitar el entorpecimiento de las subastas judiciales a realizarse en dicha Oficina de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.



Reconocido el problema que representa la actuación de las llamadas “ligas de compradores”, podríamos analizar que, básicamente, la misma se apoya en dos condiciones que concurren en aquellas subastas. Por un lado, la notable diferencia económica que existe entre el valor real de las cosas y el que se abona en numerosas ocasiones en la subasta pública; lo que les permite a estos grupos de personas lucrar informalmente con tal brecha, al adquirir por una suma mínima a través de la manipulación de los posibles oferentes y luego transmitir sin instrumentar su derecho al interesado, obteniendo una ganancia inmediata. Y  por el otro, la flexibilidad de las modalidades con que se desarrolla la subasta judicial y que permiten el libre accionar de las organizaciones que obtienen ganancias especulativamente y en desmedro del patrimonio del deudor.



En definitiva, si logramos impedir que por intermedio de la adquisición de un bien en pública subasta se produzca un gran negocio informal, estaremos preservando aquel principio por el que se debe velar en la ejecución de los bienes del deudor y por medio del cual, si bien cabe atender eficazmente el crédito, también debe procurarse evitar perjuicios innecesarios sobre el patrimonio del obligado.



En cuanto a las modificaciones que se proponen dentro del Título II, Capítulo III del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, en primer término, en el inciso 1) del Art. 558º, sabido es que la base de la subasta, en el supuesto de bienes muebles, no se encuentra prevista, y en el caso de aquellos que tienen un valor considerable, esto aparece como una cuestión preocupante y propiciatoria, casualmente, de las referidas maniobras especulativas. Pero más acuciante aún, es brindar solución al caso de los inmuebles, ya que es un dato incuestionable que generalmente su valor es más importante que en el caso de los semovientes, y que su valuación fiscal, por lo común, se encuentra desactualizada y no refleja el valor real de mercado. También es difícil que esto ocurra en caso de haberse confeccionado la cédula catastral prevista por la ley 10.707, que en cierto modo la acerca a la realidad, por depender su confección de parámetros prefijados, en cada caso particular.

Por ello, sería una solución útil para ambos casos que, una vez sorteado el Martillero que realizará la subasta, el Juez le requiera un informe sobre el valor actual de mercado del bien embargado – mueble o inmueble – para entonces iniciar el trámite del remate desde una base mucho más cercana a la realidad económica. De tal forma, y manteniendo la proporción de las 2/3 partes de su valor, para dar lugar a la puja de ofertas, se evitarían las adjudicaciones por montos irrisorios; debiendo tenerse en cuenta que, para el caso de inmuebles, el monto de tasación no podrá ser inferior a la valuación fiscal, salvo que se acredite debidamente una causa justificante, como puede ser la demolición posterior de parte del bien.



Otra modificación que se propone es la de las posturas bajo sobre cerrado, recordando que tal modalidad fue tomada por el ordenamiento ritual provincial del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, donde se incorporó con la finalidad de poner coto a la actividad de los grupos de postores que actuaban desde entonces, sobre todo en las subastas de muebles por intermedio de instituciones oficiales. Por consiguiente, tanto para muebles como para inmuebles, sería apropiado que se disponga la modalidad de presentación de ofertas en sobre cerrado, que contenga el monto dispuesto a abonar para adjudicarse el bien motivo de la subasta y que, además de detallar todos los datos referentes a la identidad y, en su caso, personería del interesado, conste de una boleta de depósito judicial en la cuenta del expediente que corresponda, y a la orden del Magistrado interviniente, representativa del 10% del importe propuesto y destinado a proporcionarle seriedad a través del mantenimiento de la oferta. Tal suma de dinero se contabilizaría a cuenta del monto total, en caso de resultar adquirente quien la propusiera o, en su defecto, debería ser reintegrada al mismo inmediatamente y sin costo alguno mediante la pertinente libranza judicial, ordenada para tal supuesto.



Para brindarle mayor transparencia al mecanismo propuesto, tal presentación se efectuará en la sede del Juzgado de trámite del expediente hasta dos días hábiles antes que el señalado para la realización de la subasta, debiendo el Juez de la causa en la jornada hábil anterior proceder de oficio a su apertura, labrar el acta correspondiente, en forma reservada para evitar una posterior influencia sobre quienes hubieran ofertado y notificar por Secretaría al Martillero interviniente sobre el mayor importe ofrecido, que constituirá el punto de partida de la puja a desarrollarse en la subasta.



Por supuesto que en el acto de la  subasta las ofertas formalizadas en sobre cerrado podrán mejorarse por cualquier interesado, incluso aquéllos que las presentaron en forma reservada por ante el Juzgado. Y, si por alguna cuestión relacionada con la actuación de las ya mencionadas “ligas de compradores”, o bien otras organizaciones dirigidas a entorpecer el curso de la subasta judicial, resultare que la misma no llega a buen puerto por inexistencia de posturas; quedará a decisión del Magistrado la posibilidad de resolver adjudicar el bien a quien hubiere realizado su oferta en sobre cerrado, o en caso de no contar con ella o aparecer justificadamente inconveniente, disponer la realización de un nuevo acto con la disminución de la base en los términos previstos en el artículo 577 del C.P.C.C. y manteniendo siempre la posibilidad de ofertar directamente ante el Juzgado.



Y como también es una modalidad de los grupos que actúan en la subasta judicial que el último oferente no cuente con el dinero suficiente para abonar la seña, que no se identifique, o bien, que se retire antes de confeccionarse el acta que debe labrarse de lo actuado, intentando de tal modo hacer fracasar el acto para provocar un nuevo remate con disminución de la base y, en esa segunda oportunidad intentar adquirir por un precio reducido; ha de encontrarse expresamente previsto que, en tales supuestos, el Martillero deberá reiniciar la puja, partiendo de la última postura que registre como anterior a la frustrada.



Por último, y a efectos de evitar cualquier anomalía que pudiera llegar a perturbar el normal desarrollo del acto, debe quedar precisado que el Auxiliar del Juez
 debe hacer identificar y retirar del ámbito donde se desarrolla la subasta a las personas que de cualquier modo interfieran en su labor, evitando el ingreso y egreso al recinto mientras se lleva a cabo el acto y dando precisas instrucciones para el cumplimiento de tales objetivos al personal de seguridad que preste servicios en la oportunidad.



De esta forma, estaremos implementando un sistema que asegure claridad, transparencia y eficiencia en toda la operatoria de los subastas judiciales, condiciones aquellas que, como fue dicho anteriormente, no siempre se verifican en la actualidad por la flexibilidad de las circunstancias en que se desarrollan las mismas, que permiten el accionar especulativo de “verdaderas asociaciones para delinquir y sacar ventajas”, ventaja que, como también fue dicho, se concreta a través de una rápida ganancia obtenida a partir de la diferencia de precio existente entre el valor real de mercado y el valor con que se venden finalmente los bienes.



Es deber irrenunciable del Estado velar por los derechos de todos los ciudadanos, tanto el derecho de obtener un precio razonable y justo de quienes deben vender forzosamente sus bienes para saldar deudas contraídas, como el derecho a comprar libremente bienes sin ser “apretado” o intimidado por terceros de todos los potenciales oferentes en una subasta de este tipo.

El problema de la actuación de estas organizaciones que actúan en forma cuasi-mafiosas no es nuevo ni sorprende a nadie que mínimamente se interese en el tema. Sorprende, sin embargo, que hasta ahora, todos hemos aceptado estas conductas reñidas con la ley y contra nuestros propios intereses, y que el Estado no haya podido encontrar la forma de detener el accionar de estas organizaciones, admitiendo, a la postre, la existencia de bolsones o espacios donde se impone la ley del más fuerte, y en los que todos nos tenemos que callar porque no podemos ir en contra de los intereses de la liga de compradores.  En este sentido, el Estado debe recuperar el pleno ejercicio del poder de policía y demostrar que las razones que impone la fuerza no son admisibles en estos casos y su uso es una de sus facultades exclusivas.

Otra de las formas de combatir la corrupción que corroe las bases y las instituciones sobre las que se organiza la comunidad, y que está presente en todos los estamentos de la organización social, perjudicándonos, en forma más o menos directa, a todos y cada uno de nosotros, es asumiendo, desde nuestras -relativamente- cómodas funciones como Legisladores, un firme compromiso por la depuración de las prácticas ética y moralmente perniciosas.  Uno de esos casos, en los que estamos llamados a una rápida y enérgica actuación para poner fin a prácticas que, aunque aparentemente no nos perjudican ni nos atañen en forma directa, provocan un enorme e invisible daño a toda la comunidad, y nos desalienta a todos llevándonos al descreimiento en las instituciones y en la sociedad, a la disgregación, a la disolución y al individualismo; es la conocida actuación de estos especuladores y oportunistas, que se encuentran siempre al acecho esperando obtener una rápida ganancia en base al aprovechamiento del resultado de sus maniobras fraudulentas e ilegales previas o durante los desarrollos de las subastas judiciales. Su sola persistencia y su continuidad no hacen más que desnudar la franca decadencia moral que estamos empeñados en dejar atrás.


Por las fundamentaciones vertidas, solicito a los señores legisladores acompañen con su voto la presente iniciativa.-


